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T	E	M	A	R	I	O

Tema 1.- La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha: órganos que la forman, composición,
estructura y funciones.

Tema 2.- El personal al servicio de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.
Derechos y deberes del personal empleado público.

Tema 3.- Los derechos de la ciudadanía en sus relaciones con la Administración de la Junta de
Comunidades de Castilla-La Mancha. La sede electrónica. Iniciativas, quejas y sugerencias.

Tema 4.- La transparencia en la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha:
publicidad activa y derecho de acceso a la información pública. La ley orgánica de protección de datos
personales y garantía de los derechos digitales: derechos de las personas.

Tema 5.- El procedimiento administrativo: concepto de documento, registro y archivo; la eficacia de
los actos administrativos. Ley de Archivos Públicos de Castilla la Mancha: funciones del archivo y del
registro; clases de archivos y criterios de ordenación.

Tema 6.- La Ley de prevención de riesgos laborales: objeto, ámbito de aplicación y definiciones;
Derechos y obligaciones; Especial referencia a las tareas y actividades de ordenanza; Señalización,
medidas de emergencia y evacuación

Tema 7.- Control de entradas. Apertura y cierre de edificios. Orientación del personal usuario en los
edificios administrativos. Información. Vigilancia y control de las entradas y salidas. Atención de
llamadas telefónicas. Traslado de documentación dentro y fuera del centro. Traslado de material y
pequeño mobiliario. Apoyo a actividades de reunión y de comunicación: preparación de salas y
dependencias, de mobiliario y de medios materiales. Puesta en funcionamiento de medios
audiovisuales y de sonido.

Tema 8.- Características y utilización de máquinas y materiales de oficina. Trabajos auxiliares de
oficina: fotocopiado, uso de escáner, encuadernación, máquinas destructoras, etiquetado, plastificado,
guillotinado, grapado, taladro Manejo básico de ordenador, proyector, pantallas interactivas.

Tema 9.- Envíos y servicios postales. Los productos postales. Empaquetado. Reparto de
correspondencia.

Tema 10.- Correo Electrónico: conceptos elementales y funcionamiento. Microsoft Outlook 2016: el
entorno de trabajo. Creación de mensajes. Enviar, recibir, responder y reenviar mensajes.
Administración de mensajes. Reglas de mensaje. Libreta de direcciones. Administración de contactos.
Calendario.

Tema 11.- La igualdad efectiva de mujeres y hombres en el ámbito de las Administraciones Públicas.
Políticas públicas de igualdad.
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TEMA	1.‐	LA	JUNTA	DE	COMUNIDADES	DE	CASTILLA‐LA	MANCHA:
ÓRGANOS	QUE	LA	FORMAN,	COMPOSICIÓN,	ESTRUCTURA	Y	FUNCIONES.

1.‐	REGULACIÓN	ESTATUTARIA	DEL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN	REGIONAL

El Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha regula el Consejo de Gobierno y su Presidente en el Capítulo
II del Título I (Instituciones de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha), en los términos siguientes.

El Consejo de Gobierno.- El Consejo de Gobierno, órgano ejecutivo colegiado de la región, dirige la acción
política y administrativa regional, ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria en el marco de
la Constitución, del presente Estatuto, de las leyes del Estado y de las leyes regionales.

El Consejo de Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, y de los Conseje-
ros. Las Cortes de Castilla-La Mancha, por mayoría de tres quintos de los miembros del Pleno de la
Cámara, aprobarán una Ley del Gobierno y del Consejo Consultivo, en la que se incluirá la limitación de
los mandatos del Presidente.

El Consejo de Gobierno responde políticamente ante las Cortes de forma solidaria, sin perjuicio de la
responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

El Consejo de Gobierno cesa tras la celebración de elecciones regionales; en los casos de pérdida de la
confianza parlamentaria previstos en este Estatuto o por dimisión o fallecimiento del Presidente.

El Consejo de Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Consejo.

El Consejo de Gobierno podrá interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en su Ley Orgánica.

El Presidente.- El Presidente de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha dirige la acción del Consejo
de Gobierno, coordina las funciones de sus miembros y ostenta la superior representación de la región,
así como la ordinaria del Estado en la misma.

El Presidente de la Junta de Comunidades será elegido por las Cortes de Castilla-La Mancha de entre sus
miembros y será nombrado por el Rey.

Después de cada elección regional y en los demás supuestos estatutarios en que así proceda el Presidente
de las Cortes de Castilla-La Mancha, previa consulta con los representantes designados por los grupos
políticos con representación parlamentaria, propondrá un candidato a Presidente del Consejo.

El candidato así propuesto expondrá ante las Cortes de Castilla-La Mancha las líneas programáticas
generales que inspirarán la acción del Consejo de Gobierno y solicitará su confianza.
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TEMA	2.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LA	ADMINISTRACIÓN	DE	LA	JUNTA
DE	COMUNIDADES	DE	CASTILLA‐LA	MANCHA.	DERECHOS	Y

DEBERES	DEL	PERSONAL	EMPLEADO	PÚBLICO.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución Española de 1978 establece  en su artículo 103.3 una reserva de ley para regular:

-El estatuto de los funcionarios públicos que ha de contener sus derechos y deberes,

-El acceso a la Función Pública, cuyos sistemas han de responder a los principios de mérito y capacidad,

-Las peculiaridades del ejercicio del derecho a sindicación de los funcionarios públicos,

-Sus sistemas de incompatibilidades y las demás garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus
funciones.

Esto significa que todas estas materias han de ser reguladas por norma con rango formal de Ley, sin que
puedan ser reguladas por una norma reglamentaria. Asimismo, el artículo 149.1.18 de la Constitución
establece como competencia exclusiva del Estado la de determinar las bases del régimen jurídico de las
AA.PP. y del régimen estatutario de sus funcionarios, que en todo caso garantizarán a los administrados un
tratamiento común ante ellas. Como consecuencia de lo establecido en este artículo se dictó lal Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de medidas para la reforma de la Función Pública, que ha estado vigente en su mayor parte
hasta el Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, que contuvo la
normativa común al conjunto de los funcionarios de todas las Administraciones Públicas, más las normas
legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio, dando verdadero cumplimiento a lo estableci-
do en el artículo 103.3 de la Constitución .

Como consecuencia de las diferentes modificaciones posteriores introducidas en el texto original de la citada
Ley, se ha aprobado un texto refundido que unifica e integra en un único texto legal las citadas modificacio-
nes, derogando -entre otras- a la propia Ley 7/2007, de 12 de abril, norma que ha sido el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico
del Empleado Público (en adelante EBEP).

El EBEP establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones de empleo público,
empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad primordial de cual-
quier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano recibe de la
Administración.
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TEMA	3.‐	LOS	DERECHOS	DE	LA	CIUDADANÍA	EN	SUS	RELACIONES	CON	LA
ADMINISTRACIÓN	DE	LA	JUNTA	DE	COMUNIDADES	DE	CASTILLA‐LA	MANCHA.

LA	SEDE	ELECTRÓNICA.	INICIATIVAS,	QUEJAS	Y	SUGERENCIAS.

1.‐	DERECHOS	DE	LA	CIUDADANÍA	EN	SUS	RELACIONES	CON	LA	ADMINISTRACIÓN

Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.- Quienes tienen capacidad
de obrar ante las Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes
derechos:

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electró-
nico de la Administración.

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públi-
cas.

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo
previsto en esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley
19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordena-
miento Jurídico.

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de
facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corres-
ponda legalmente.

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica.

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de
los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el la Ley 39/2015 referidos a los intere-
sados en el procedimiento administrativo.

Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.- Las personas
físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejerci-
cio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a
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TEMA	4.‐	LA	TRANSPARENCIA	EN	LA	ADMINISTRACIÓN	DE	LA	JUNTA	DE	COMUNI‐
DADES	DE	CASTILLA‐LA	MANCHA:	PUBLICIDAD	ACTIVA	Y	DERECHO	DE	ACCESO	A
LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA.	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSO‐
NALES	Y	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES:	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.

1.‐	LA	TRANSPARENCIA	EN	LA	LA	ADMINISTRACIÓN	DE	LA	JCLM

1.- INTRODUCCIÓN

Definición.- La transparencia  gubernamental consiste en que la información sobre las actividades de los
organismos públicos sea creada y esté a disposición del público, con excepciones limitadas, de manera
oportuna y en formatos de datos abiertos sin límites para la reutilización. Esto incluye la divulgación de
información en respuesta a las solicitudes de la ciudadanía y de manera proactiva, a iniciativa propia de
las entidades públicas. Además de que la información clave acerca de los entes privados esté disponible
ya sea directamente o a través de organismos públicos.

Hablar de transparencia no sólo se refiere a establecer una barrera contra la corrupción y los abusos de
poder, cosa que sin duda consiguen en buena medida los proyectos de apertura de datos, sino básica-
mente de un derecho de todo ciudadano a recibir información sobre lo que hacen los gobiernos con el
dinero de sus impuestos.

Orígenes de la idea de transparencia pública.- A pesar de que los orígenes más remotos del concepto de
transparencia pública datan del siglo XVIII en Suecia, la acepción actual de transparencia y acceso a la
información pública debe buscarse en Estados Unidos, concretamente en la Ley de Libertad de Informa-
ción (FOIA, por sus siglas en inglés). Esta Ley se promulgó en 1966 y estipula que cualquier persona tiene
derecho a solicitar acceso a los registros y a la información de las agencias federales, siempre que tales
registros no estén protegidos por una exención o exclusión de la FOIA. Una ley que obliga, por ejemplo,
a archivar todas las comunicaciones que se realicen en la administración para su posterior consulta a
petición de cualquier ciudadano, incluidos los correos electrónicos. Una ley que de momento no obliga
a archivar las comunicaciones oficiales realizadas a través de Twitter o Facebook, pero que se espera que
en cualquier momento haya alguna sentencia favorable a este punto.

Fue Barack Obama, primero durante su campaña electoral y posteriormente en sus primeros meses
como presidente de Estados Unidos, quien se dio cuenta de las posibilidades políticas de esa transparen-
cia enunciada en la FOIA y comenzó a construir alrededor de la misma todo un discurso que sin duda le
ayudó a conectar con el ciudadano medio de Estados Unidos.

La idea es simple: sólo un ciudadano bien informado de los asuntos públicos puede comprometerse con
el desarrollo político y social de su país, sólo un Gobierno radicalmente transparente puede ofrecer a los
ciudadanos suficientes datos de su gestión como para que estos puedan opinar y participar con conoci-
miento de causa y criterio.
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TEMA	5.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO,
REGISTRO	Y	ARCHIVO;	LA	EFICACIA	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	LEY	DE
ARCHIVOS	PÚBLICOS	DE	CASTILLA	LA	MANCHA:	FUNCIONES	DEL	ARCHIVO	Y

DEL	REGISTRO;	CLASES	DE	ARCHIVOS	Y	CRITERIOS	DE	ORDENACIÓN.

1.‐	CONCEPTO	DE	DOCUMENTO,	REGISTRO	Y	ARCHIVO

1.1.- DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS

Según la RAE, un documento se define como “diploma,	carta,	relación	u	otro	escrito	que	ilustra	acerca	de	algún
hecho,	principalmente	de	los	históricos”, y también como “escrito	en	que	constan	datos	fidedignos	o	susceptibles
de	ser	empleados	como	tales	para	probar	algo”.

Como definición legal, la Ley 16/1985, del Patrimonio Histórico Español, entiende por documento toda
expresión en lenguaje natural o convencional y cualquier otra expresión gráfica, sonora o en imagen, recogi-
das en cualquier tipo de soporte material, incluso los soportes informáticos, excluyendo los ejemplares no
originales de ediciones.

La actividad administrativa se distingue por su carácter documental, es decir, por reflejarse en documentos
que constituyen el testimonio de la mencionada actividad. Los documentos administrativos son el soporte
en el que se materializan los distintos actos de la Administración Pública, la forma externa de dichos actos.

Según el art. 26 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de
las Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por
escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de
expresión y constancia.

Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa
aplicable.
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TEMA	6.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	OBJETO,	ÁMBITO
DE	APLICACIÓN	Y	DEFINICIONES;	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES;	ESPECIAL

REFERENCIA	A	LAS	TAREAS	Y	ACTIVIDADES	DE	ORDENANZA;
SEÑALIZACIÓN,	MEDIDAS	DE	EMERGENCIA	Y	EVACUACIÓN

1.‐	LA	LEY	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES

1.1.- INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
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TEMA	7.‐	CONTROL	DE	ENTRADAS.	APERTURA	Y	CIERRE	DE	EDIFICIOS.
ORIENTACIÓN	DEL	PERSONAL	USUARIO	EN	LOS	EDIFICIOS	ADMINISTRATIVOS.
INFORMACIÓN.	VIGILANCIA	Y	CONTROL	DE	LAS	ENTRADAS	Y	SALIDAS.	ATENCIÓN
DE	LLAMADAS	TELEFÓNICAS.	TRASLADO	DE	DOCUMENTACIÓN	DENTRO	Y	FUERA
DEL	CENTRO.	TRASLADO	DE	MATERIAL	Y	PEQUEÑO	MOBILIARIO.	APOYO	A	ACTI‐
VIDADES	DE	REUNIÓN	Y	DE	COMUNICACIÓN:	PREPARACIÓN	DE	SALAS	Y	DEPEN‐

DENCIAS,	DE	MOBILIARIO	Y	DE	MEDIOS	MATERIALES.	PUESTA	EN
FUNCIONAMIENTO	DE	MEDIOS	AUDIOVISUALES	Y	DE	SONIDO.

1.‐	FUNCIONES	PROFESIONALES	DE	LOS	ORDENANZAS

1.1.- INTRODUCCIÓN

Los Ordenanzas y Conserjes tienen en común la pertenencia a categorías funcionales para cuyo desempeño
no se exija una cualificación profesional determinada, o propias de un oficio (fontaneros, electricistas,
calefactores, etc.).

Son categorías que, dependiendo de la Administración en la que estén incardinados, reciben distintas
denominaciones, si bien las funciones son muy semejantes en unos y otros casos: Subalternos, Ordenanzas,
Conserjes, Ayudantes de Oficios, Auxiliares de Servicios, etc.

Como antecedente histórico de la regulación de sus funciones y tareas, el Decreto 3143/1971, de 16 de
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Cuerpo General Subalterno de la Administración Civil
del Estado, estableció las siguientes tareas como propias de dicha categoría, que después han servido como
base para delimitar las de otras categorías similares (especialmente a través de los Convenios Colectivos,
en el caso del personal laboral):

• Custodiar el mobiliario, máquinas, instalaciones y locales.

• Vigilar en sus operaciones al personal encargado de la limpieza.

• Controlar la entrada de las personas ajenas al Servicio, recibir sus peticiones relacionadas con el mismo
e indicarles la Unidad u Oficina a que deben dirigirse.

• Custodiar las llaves de los despachos y oficinas.

• Recibir, conservar y distribuir los documentos, objetos y correspondencia que a tales efectos les sean
encomendados.

• Realizar, dentro de la dependencia, los traslados de material, mobiliario y enseres que fueren necesa-
rios.
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TEMA	8.‐	CARACTERÍSTICAS	Y	UTILIZACIÓN	DE	MÁQUINAS	Y	MATERIALES
DE	OFICINA.	TRABAJOS	AUXILIARES	DE	OFICINA:	FOTOCOPIADO,	USO	DE
ESCÁNER,	ENCUADERNACIÓN,	MÁQUINAS	DESTRUCTORAS,	ETIQUETADO,
PLASTIFICADO,	GUILLOTINADO,	GRAPADO,	TALADRO.	MANEJO	BÁSICO

DE	ORDENADOR,	PROYECTOR,	PANTALLAS	INTERACTIVAS.

Entre las funciones ordinarias de los Subalternos, Ordenanzas, Conserjes, Auxiliares de Servicios y denomi-
naciones equivalentes están las de reparto de correspondencia y documentos, centralita, reprografía y otras
similares. Hay que entender, por tanto, que corresponde a esta categoría el manejo y uso de las máquinas
propias de las oficinas, y la reprografía o reproducción de documentos por diversos medios.

1.‐	FOTOCOPIADORAS/ESCANER

• Definición y características.- La fotocopiadora es una máquina capaz de obtener una copia exacta de un
documento original mediante un proceso electrostático. A la vez, puede ampliar o reducir el documento,
copiar por las dos caras y clasificar, encuadernar o grapar las copias.

Las fotocopiadoras más modernas han adoptado otras funciones, como por ejemplo, la de la impresora,
el fax o el escáner, y emplean muchos tipos de papel, aunque la gran revolución llegó con las copias a
color: la imagen se analiza tres veces, se expone a través de tres filtros y se reproduce con los colores
secundarios (amarillo, magenta y cian).

Las principales características de las fotocopiadoras son:

- Alimentación automática.
- Copia por ambos lados (Duplexing).
- Control de exposición automático.
- Contador de copia.
- Auditor de copia.
- Terminación.
- Color.
- Recuperación de tarea.
- Tecla Reset (Regreso automático).
- Reducción y ampliación.
- Edición automática.
- Encendido inmediato.
- Interruptor.
- Diagnóstico automático.
- Botón “Ayuda”.
- Código de acceso.

Existe una gran cantidad de marcas y modelos, por lo que aquí se tratarán elementos y manejo básicos y
nociones generales comunes a la gran mayoría.
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TEMA	9.‐	ENVÍOS	Y	SERVICIOS	POSTALES.	LOS	PRODUCTOS	POSTALES.
EMPAQUETADO.	REPARTO	DE	CORRESPONDENCIA

1.‐	ENVÍOS	Y	RECIBOS	POSTALES

1.1.- ENVÍOS POSTALES

Se entenderá por envío postal el envío con destinatario, preparado en la forma definitiva en la que deba ser
transportado por el operador del servicio postal universal.

En todo caso, son envíos postales, las cartas, tarjetas postales, paquetes postales, los envíos de publicidad
directa, libros, catálogos y publicaciones periódicas:

• Carta: todo envío cerrado cuyo contenido no se indique ni pueda conocerse, así como toda comunicación
materializada en forma escrita sobre soporte físico de cualquier naturaleza, que tenga carácter actual
y personal y toda aquella que, aun no reuniendo los requisitos antedichos, cumpla los restantes que
establece el presente Reglamento para su admisión con arreglo a esta modalidad. En todo caso, tendrán
la consideración de carta los envíos de recibos, facturas, documentos de negocios, estados financieros
y cualesquiera otros mensajes que no sean idénticos.

• Tarjeta postal: toda pieza rectangular de cartulina consistente o material similar, lleve o no el título de
tarjeta postal, que circule al descubierto y que contenga un mensaje de carácter actual y personal. La
indicación del término de "tarjeta postal" en los envíos individuales implica automáticamente esta
clasificación postal, aunque el objeto correspondiente carezca de texto actual y personal.

• Paquetes postales: los envíos que contengan cualquier objeto, producto o materia, con o sin valor comer-
cial, cuya circulación por la red postal no esté prohibida y todo envío que, conteniendo publicidad
directa, libros, catálogos, publicaciones periódicas, cumpla los restantes requisitos establecidos en este
Reglamento para su admisión bajo esta modalidad. Cuando estos envíos contengan objetos de carácter
actual y personal, deberá manifestarse expresamente, en su cubierta, dicha circunstancia. No podrán
constituir paquetes postales los lotes o agrupaciones de las cartas o cualquier otra clase de correspon-
dencia actual y personal.

• Publicidad directa: el envío que, destinado a la promoción y venta de bienes y servicios, reúna además los
siguientes requisitos:

a) Que esté formado por cualquier comunicación que consista únicamente en anuncios, estudios de
mercado o publicidad.

b) Que contenga un mensaje similar, aunque el nombre, la dirección y cualesquiera números concre-
tos de identificación que se asignen a sus destinatarios, sean distintos en cada caso.
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TEMA	10.‐	CORREO	ELECTRÓNICO:	CONCEPTOS	ELEMENTALES	Y
FUNCIONAMIENTO.	MICROSOFT	OUTLOOK	2016:	EL	ENTORNO	DE	TRABAJO.

CREACIÓN	DE	MENSAJES.	ENVIAR,	RECIBIR,	RESPONDER	Y	REENVIAR	MENSAJES.
ADMINISTRACIÓN	DE	MENSAJES.	REGLAS	DE	MENSAJE.	LIBRETA.

1.‐	CORREO	ELECTRÓNICO

1.1.- CONCEPTO

El e‐mail	(abreviatura de Electronic	Mail, o correo electrónico) es el medio que permite enviar mensajes
privados a otros usuarios de Internet que se encuentren en cualquier parte del mundo. Para ello, los usuarios
de este servicio tienen una “dirección electrónica” (por ejemplo, juan@empresa.es) que cumple el mismo
objetivo que la dirección postal: poder enviar y recibir correspondencia.

El e‐mail	es muy popular, hasta tal punto de que hoy en día el intercambio de mensajes constituye una
porción importante del tráfico de Internet, siendo la principal razón (y también la primera) por la cual la
mayoría de usuarios se conectan a la Red. Por eso, en la actualidad las tarjetas personales no sólo incluyen
la dirección postal y el teléfono sino también la dirección de e‐mail. Es una nueva forma de comunicarse de
manera rápida y económica.

1.2.- LAS DIRECCIONES EMAIL

Su propia dirección electrónica tiene un formato con el nombre elegido por el usuario, seguido de @ (arro-
ba), y luego una serie de caracteres que identifican a la organización que guarda su correo electrónico (por
ejemplo su proveedor de Internet, o alguno de los servicios gratuitos como hotmail o gmail). Por ejemplo,
luis@hotmail.com, teniendo en cuenta que en las denominaciones no pueden usarse ciertos caracteres: letras
acentuadas, eñes, espacios...

1.3.- TIPOS DE ACCESO

• CORREO POP

El correo POP se usa en
lo que se denominan
servidores	 de	 correo
entrante. Se encargan
de hacer llegar los
mensajes de correo que
se envían a los usuarios.
El nombre POP procede
de las siglas de Post Office Protocol (Protocolo de Oficina de Correo).
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TEMA	11.‐	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES	EN	EL	ÁMBITO
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS.	POLÍTICAS	PÚBLICAS	DE	IGUALDAD.

1.‐	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES

1.1.- EL MARCO LEGISLATIVO: LA LEY ORGÁNICA 3/2007

El artículo 14 de la Constitución española proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por
razón de sexo. Por su parte, el artículo 9.2 consagra la obligación de los poderes públicos de promover las
condiciones para que la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas.

La igualdad entre mujeres y hombres es un principio jurídico universal reconocido en diversos textos
internacionales sobre derechos humanos, entre los que destaca la Convención sobre la eliminación de todas
las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en
diciembre de 1979 y ratificada por España en 1983. En este mismo ámbito procede evocar los avances
introducidos por conferencias mundiales monográficas, como la de Nairobi de 1985 y Beijing de 1995.

La igualdad es, asimismo, un principio fundamental en la Unión Europea. Desde la entrada en vigor del
Tratado de Ámsterdam, el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de las
desigualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas y acciones de la
Unión y de sus miembros.

Con amparo en el antiguo artículo 111 del Tratado de Roma, se ha desarrollado un acervo comunitario sobre
igualdad de sexos de gran amplitud e importante calado, a cuya adecuada transposición se dirige, en buena
medida, la presente Ley. En particular, esta Ley incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia
de igualdad de trato, la 2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo, a la forma-
ción y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo; y la Directiva 2004/113/CE, sobre
aplicación del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su
suministro.

El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, aun habiendo comportado, sin duda, un paso
decisivo, ha resultado ser insuficiente. La violencia de género, la discriminación salarial, la discriminación
en las pensiones de viudedad, el mayor desempleo femenino, la todavía escasa presencia de las mujeres en
puestos de responsabilidad política, social, cultural y económica, o los problemas de conciliación entre la vida
personal, laboral y familiar muestran cómo la igualdad plena, efectiva, entre mujeres y hombres, aquella
«perfecta igualdad que no admitiera poder ni privilegio para unos ni incapacidad para otros», en palabras
escritas por John Stuart Mill hace casi 140 años, es todavía hoy una tarea pendiente que precisa de nuevos
instrumentos jurídicos.

Resulta necesaria, en efecto, una acción normativa dirigida a combatir todas las manifestaciones aún subsis-
tentes de discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre mujeres




